	Fecha
	07 de noviembre de 1983
	 Sesión número
	88

	Motivo: Hábeas Corpus

	Recurrente: José María Plá Horrit. Atilio Vincenzi Peñarando.

	Recurrido: Juzgado Segundo Penal de San José.

	Objeto del recurso: El recurrente reclama detención injustificada y extradición.

	Respuesta del recurrido: La autoridad respectiva informa que sobre las consideraciones que hacen los recurrentes, en el sentido de que se deje sin efecto la orden de captura emitida contra su defendido por haber adquirido la nacionalidad costarricense y no debe estar sujeto a las diligencias de extradición, el Juzgado ha sostenido que esos alegatos deben resolverse en la resolución de fondo. Aparte de que Escardo Trulas no ha sido detenido, el delito de apropiación indebida que se le atribuye lo cometió antes de concedérsele la nacionalidad costarricense y el artículo 20 del Tratado de Extradición que a la fecha se encuentra vigente, suscrito por los Gobiernos de Costa Rica y España, dispone "no procederá la entrega de persona alguna en virtud de este tratado por cualquier crimen o delito cometido con anterioridad al canje de las certificaciones del mismo...".

	Parte dispositiva
	Se dispuso por mayoría declarar con lugar el recurso, por ser ilegítima la orden de detención (artículo 10 de la Ley de Hábeas Corpus). Así votaron los Magistrados Coto, Arroyo, Cervantes, Fernández, Cob, Carvajal y Mora. El Magistrado Odio también pronunció por declarar con lugar el recurso, porque el imputado es costarricense naturalizado y porque el artículo 32 de la Constitución dispone, sin ninguna salvedad, que los costarricense no pueden ser compelidos a abandonar el territorio nacional. Los Magistrados Vallejo, Zavaleta, Chacón, Blanco, Valverde, Benavides y Villalobos declara sin lugar el recurso, por considerar que la orden de detención no es ilegítima, desde que tiene fundamento en el artículo 9 inciso b) de la Ley de Extradición, que autoriza detener al imputado durante dos meses, mientras se tramita la extradición, término que no ha expirado puesto que el señor Escardó Trullás no ha estado detenido.


Nº 88
SesióN ORDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas treinta minutos del siete de noviembre de mil novecientos ochenta y tres, con asistencia inicial de los señores Magistrados Odio, (Presidente); Coto, Arroyo, Cervantes, Vallejo, Zavaleta, Chacón, Blanco, Cob, Valverde, Benavides, Saborío y Mora. 
 Artículo III
En escrito de veinticinco de octubre próximo pasado, los licenciados José María Plá Horrit y Atilio Vincenzi Peñarando, promovieron un nuevo recurso de hábeas corpus en favor de Fernando Escardó Truellas, contra quien el Juzgado Segundo Penal de San José dictó orden de captura desde el mes de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, con motivo de de unas diligencias de extradición que planteó la Embajada de España contra el señor Escardó. Dicen los recurrentes que con esa medida se está privando ilegítimamente a don Fernando de su libertad, derecho y facultad de ir y venir y trasladarse a cualquier parte de la República, pues, aparte de otras consideraciones, expresan que no existen en el expediente documentos auténticos comprobatorios de la gestión que se hace, a demás de que está comprobado en autos que el señor Escardó Trullas es ciudadano costarricense, aparte de que ya se cumplen dos años y medio desde que fueron incoadas las diligencias sin que el Juez de la causa haya decidido el asunto.

El licenciado Clarense Ávila Cárdenas, Juez Segundo Penal de San José, rindió el informe de ley en los siguientes términos:

Por intermedio de la Embajada de España se promovió diligencias de extradición contra el ciudadano español Fernando Escardó Trullas, esto con fecha de 23 de noviembre de 1982 (folios 1 a 28 del principal).
De acuerdo con lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia, en resolución dictada a las nueve horas del trece de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, este Juzgado entró a conocer de ella, y así lo dispuso por auto de las diecisiete horas del catorce del mismo mes y año (folio 29 a 32 del principal).

Con base en la documental aportada a las diligencias, el quince del mencionado mes, se ordenó a las autoridades correspondientes la captura y remisión a la Unidad de Admisión y Contraventores de San José, a la orden de este Tribunal del citado señor (Folio 30).

Después de haber realizado las actuaciones a que se refiere los incisos a), b) y d) del artículo 9 de la Ley de Extradición número 5991 de 9 de noviembre de 1976 y no haberse hecho efectiva la orden de captura del señor Escardo Trullas, por resolución de las ocho horas treinta minutos del veinte de enero del años en curso, el Tribunal reserva la solicitud de extradición hasta tanto no fiera habido el reclamado (folio 86).

Sobre las consideraciones que hacen los recurrentes, en el sentido de que se deje sin efecto la orden de captura emitida contra su defendido por haber adquirido la nacionalidad costarricense y no debe estar sujeto a las diligencias de extradición, el Juzgado ha sostenido que esos alegatos deben resolverse en la resolución de fondo. Aparte de que Escardo Trulas no ha sido detenido, el delito de apropiación indebida que se le atribuye lo cometió antes de concedérsele la nacionalidad costarricense y el artículo 20 del Tratado de Extradición que a la fecha se encuentra vigente, suscrito por los Gobiernos de Costa Rica y España, dispone "no procederá la entrega de persona alguna en virtud de este tratado por cualquier crimen o delito cometido con anterioridad al canje de las certificaciones del mismo...".

Previa deliberación, se resolvió, por mayoría, declarar con lugar el recurso y cancelar la orden de detención dictada contra Fernando Escardó Trullas, con base en las siguientes razones:

I.- Entre España y Costa Rica existe el Tratado de Extradición suscrito en San José, el 16 de noviembre de 1896, aprobado por Ley Nº 31 de 16 de julio de 1898. En falta de tratados y en lo no previsto por éstos, debe aplicarse la Ley de Extradición, según lo dispone el artículo 1 del texto que se le dio a esa Ley por la Nº 5991 de 8 de noviembre de 1976.

II.- La extradición pasiva puede iniciarse de dos maneras: a) Mediante solicitud por cualquier forma de comunicación, siempre que existe orden de detención y se haga promesa de cumplir los requisito que la ley exige para el trámite. Así lo prescribe el artículo 7 de la Ley Extradición, en armonía con el artículo X del Tratado con España; y b) Por medio de petición en debida forma, en cuyo caso el Estado requirente debe presentar los documentos a que se refieren el artículo 9 inciso c) de la Ley de Extradición y el artículo VIII del Tratado.

III. En el primer  caso se concede derecho al Estado requirente para presentar los documentos respectivos en la Embajada o Consulado costarricense, "a más tardar diez días contados a parir de la detención del imputado (artículo 7 de la Ley). Si no lo hiciere, "el detenido será puesto en libertad y no podrá solicitarse nuevamente su extradición por este procedimiento sumario". Para el segundo caso, el artículo 9 inciso b) dispone que "mientras se tramite la extradición el imputado será detenido preventivamente hasta por el término de dos meses". Y en el inciso b) dispone que "mientras se tramite la extradición el imputado será detenido preventivamente hasta por el término de dos meses". Y en el inciso d) agrega: "Si la documentación estuviere incompleta, el tribunal solicitará por la vía más rápida el o los documentos que falten".

IV.- En el mes de junio de 1981, el Juzgado Penal de Cartago conoció de una primera solicitud de extradicción del señor Escado Trullas, atendiendo una petición de la "INTERPOL". El señor Juez dispuso mantener bajo detención al imputado, para lo cual consideró que la solicitud de extradición "no había sido formulada por persona con capacidad para accionar", y al propio tiempo resolvió que las diligencias se mantuvieran en archivo. Dentro de esas diligencias, cuyas copias están agregadas al segundo expediente de extradición, no consta que se completará la documentación requerida, pues no se presentó el documento comprobatorio del auto de detención dictado por las autoridades judiciales del país requirente.

V.- Posteriormente, por nota de 23 de noviembre de 1982, la Embajada de España gestionó la extradición del señor Escardó Trullas, nota que el señor Ministro de Relaciones Exteriores envió a esta Corte, junto con la documentación que figura a folios 3 a 28 del expediente principal. El asunto pasó a conocimiento del Juzgado Segundo Penal San José, y éste ordenó la captura del imputado, por resolución de las diecisiete horas del catorce de diciembre 1982. El Juzgado consideró insuficiente la documentación aportada; y en la misma resolución (sin señalar cuáles documentos hacían falta o si carecían de autenticación), dispuso conceder diez días de término al Gobierno Español "para que formalice la solicitud de extradición", con lo cual aplicó el artículo 7 de la Ley, en vez de lo preceptuado en el artículo 9.
V.- Aparte de cualquier problema de autenticación, lo cierto es que la documentación estaba incompleta, pues no había acompañado documento que comprobara el auto de detención o prisión. 

VI.- Lo anterior deja ver que desde el catorce de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, el señor Escardó Trullas ha tenido orden de detención en su contra (de la autoridades costarricense), sin existir en los autos prueba idónea del auto de prisión o detención dictado por las autoridades judiciales de España. El documento si fue presentado últimamente, por el licenciado Alfredo Fournier Beeche, junto con un escrito de fecha seis de octubre de este año, en que gestiona como apoderado de la Embajada de España (Folio 262). De manera que no sería a partir de esa fecha en que la orden de detención podría haber tenido respaldo en los autos, pero sin que exista ninguna resolución del Juez dictada con apoyo en el nuevo documento, si lo estimara suficiente.

VII.- De todo lo expuesto se concluye que la orden de detención carece de fundamento legal, pues sólo es posible dictarla con base en la afirmación  legal, de que existe auto de detención o prisión, en el procedimiento inicial o sumario del artículo 7 de la Ley de Extradiciones, no así tratándose de la extradición ya formalizada, en cuyo caso si la documentación es incompleta  y si lo que falta es precisamente la prueba del auto de detención no pueden las autoridades judiciales costarricenses ordenar que se detenga al imputado.

En consecuencia, el recurso debe declararse con lugar, por ser ilegítima la orden de detención (artículo 10 de la Ley de Hábeas Corpus). Así votaron los Magistrados Coto, Arroyo, Cervantes, Fernández, Cob, Carvajal y Mora. 

El Magistrado Odio también pronunció por declarar con lugar el recurso, porque el imputado es costarricense naturalizado y porque el artículo 32 de la Constitución dispone, sin ninguna salvedad, que los costarricense no pueden ser compelidos a abandonar el territorio nacional.

Los Magistrados Vallejo, Zavaleta, Chacón, Blanco, Valverde, Benavides y Villalobos declara sin lugar el recurso, por considerar que la orden de detención no es ilegítima, desde que tiene fundamento en el artículo 9 inciso b) de la Ley de Extradición, que autoriza detener al imputado durante dos meses, mientras se tramita la extradición, término que no ha expirado puesto que el señor Escardó Trullás no ha estado detenido en ningún momento a causa de las diligencias de extradición que se siguen en su contra ante el Juzgado Segundo Penal San José.

Estiman además, que la naturalización del señor Escardó Trullas no es obstáculo para tramitar la extradición, pues el delito que se le atribuye fue sometido antes de que adquiriera la nacionalidad costarricense, en cuyo caso no existe la protección que el artículo 3 inciso a) de la Ley de Extradición otorga a los costarricenses; regla que debe aplicarse preferentemente, sin que corresponda examinar, en la vía del hábeas corpus, si existe o no algún choque con el artículo 32 de la Constitución Política.       
